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Resumen
La propuesta de este artículo es estudiar la 
relación entre la movilización y las transfor-
maciones del régimen político de gobierno en 
el ámbito local argentino durante el período 
2003-2011. Se analiza el vínculo entre las orga-
nizaciones territoriales y los gobiernos locales 
en un contexto caracterizado por el doble pro-
ceso de territorialización del conflicto social 
y la descentralización del estado nacional. Se 
sostendrá que los procesos de territorialización 
y descentralización complejizaron el campo 
estratégico de la política local a partir de a) el 
surgimiento y consolidación de organización 
territoriales con capacidad de movilización y 
recursos y b) un cambio en la política social 
reorientada a un perfil productivista. Pese a la 
convergencia de esos procesos y al incremento 
de la capacidad estratégica de los actores in-
formales, este fortalecimiento organizativo no 
condujo a una mayor institucionalización; sino 
que se vio limitado en los niveles locales de go-
bierno por una sobredeterminación de la dis-
puta entre aparatos partidarios y gobiernos lo-
cales por el control electoral de los territorios y 
la reproducción de sus respectivas burocracias.

Palabras clave: Movilización política, gobier-
no local, institucionalización, participación 
política, política social, Argentina.

Abstract
The aim of this paper is to analyze the rela-
tionship between mobilization and the chan-
ges in the political regime in the Argentine 
local sphere, during the 2003-2011 period. It 
analyzed the relationship between the terri-
torial organizations and the local adminis-
trations within a context characterized by the 
dual process of territorialization of the social 
conflict and decentralization of the national 
state. It will be maintained that the processes 
of territorialization and decentralization made 
the strategic field of local politics more com-
plex because they implied a) the emergence 
and consolidation of territorial organizations 
capable of mobilization and with access to re-
sources, and b) a change in the social policies, 
re-oriented towards a productivist profile. In 
spite of the coincidence of those processes 
and the increase in strategic capacity of the 
informal actors organized, this organizational 
strengthening did not lead to a greater level 
of institutionalization, but rather was limited 
in its participation and democratic representa-
tion possibilities at the local levels of govern-
ment by an over-determination of the dispute 
between parties and local administrations for 
electoral control of the territories and the re-
production of their respective bureaucracies.
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Introducción1

En este artículo se presentan los resultados de una investigación colectiva cuyo objetivo 
ha sido analizar la relación entre la movilización social y las transformaciones del régi-
men político de gobierno en la República Argentina durante el período 2002-2012. Es-
pecíficamente, hemos estudiado las articulaciones institucionales entre un nuevo ethos 
de la movilización social y la descentralización política-administrativa del Estado como 
estrategia de optimización de la intervención del poder político. Ese nuevo ethos partici-
pativo se conformó al calor de la lucha contra las consecuencias de las reformas neolibe-
rales (desocupación masiva, precariedad del trabajo, disolución de la propiedad social) en 
el ciclo abierto en 1997 con la fundación del movimiento piquetero (Svampa y Pereyra, 
2003; Svampa, 2005; GEPSAC, 2006). Durante ese período, extendido hasta 2002, junto 
con la proliferación de asambleas barriales promovidas por las capas medias en los gran-
des centros urbanos, se consolidó un repertorio de acción colectiva caracterizado por:

a-	 la recuperación del territorio como unidad de acción política y espacio de reconoci-
miento organizacional;

b-	 la dinámica asamblearia y la democracia por consenso como procedimiento de toma 
de decisiones en un fuerte cuestionamiento a los vínculos políticos delegativos do-
minantes durante los noventa; 

c-	 una retórica de derechos para el reconocimiento de las organizaciones y la enuncia-
ción de sus demandas que plantea el problema de su autonomía respecto del Estado;

d-	 la autogestión y el cooperativismo obreros y comunitarios como estrategias produc-
tivas para enfrentar las transformaciones del mercado de trabajo en su inflexión 
posfordista.

La consolidación de ese ethos convergió desde el segundo lustro de los noventa con el 
proceso de descentralización institucional de la política pública que, desde comienzos 
de la década, consistió en la transferencia de responsabilidades administrativas, pre-
supuestarias y políticas a los niveles subnacionales con el propósito de racionalizar el 
funcionamiento del Estado. En este marco, pensamos que los gobiernos locales resultan 
instancias privilegiadas para problematizar esta convergencia, en la medida en que se 
atisban allí nuevas formas de participación, representación y gestión del conflicto social. 

1	 Este artículo sintetiza los resultados del proyecto de investigación “Movilización política y gobierno 
local: Un análisis comparado de las relaciones entre las organizaciones territoriales y los municipios en el 
Conurbano bonaerense, 1997-2005”, financiado por el programa UBACyT programación 2008-2011, eje-
cutado por el Grupo de Estudios sobre Protesta Social y Acción Colectiva (GEPSAC) —que dirige el Prof. 
F. Schuster— y radicado en el Instituto de Investigaciones Gino Germani, Universidad de Buenos Aires.
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El objetivo principal que recorre los distintos apartados de este trabajo remite a elucidar 
la relación que se establece entre las organizaciones territoriales y los gobiernos locales, 
tomando en consideración dos aspectos fundamentales. Por un lado, el advenimiento de 
un campo estratégico propicio para el desarrollo de formas innovadoras de democracia 
y desarrollo local; por el otro, la existencia de dispositivos político-institucionales de 
descentralización con sus respectivos marcos ideológicos e incentivos a la participación 
institucionalizada de las organizaciones. 

En el contexto de la crisis de los soportes funcionales del Estado social y de desterri-
torialización de la producción que afecta al trabajo industrial clásico, en el plano de la 
acción colectiva no se registran meras reacciones anómicas y defensivas sino que surgen 
nuevas formas de autoorganización de las demandas y las identidades políticas en un 
espacio público local, biográfico y no estatal. Se trata de un dominio transicional al que 
Ulrich Beck denomina subpolítica: 

…lo político irrumpe y se manifiesta más allá de las responsabilidades y jerarquías formales. 
Esto lo malinterpretan sobre todo aquellos que identifican inequívocamente política y esta-
do, el sistema político, las responsabilidades formales y las carreras políticas con dedicación 
plena. Estamos introduciendo aquí, por una razón muy sencilla, un “concepto expresionista 
de lo político” (Jürgen Habermas) ambivalente, de múltiples niveles, que nos permita situar 
la forma social y lo político como variables interrelacionadas: porque abre el pensamiento a 
la posibilidad con la que nos enfrentamos hoy cada vez en mayor medida: la constelación 
política de la sociedad industrial se está haciendo apolítica, mientras que aquello que en el 
industrialismo era apolítico está deviniendo político. Esta es una transformación categorial 
de lo político que no transforma las instituciones y que deja intactas élites de poder que no 
han sido sustituidas por otras nuevas […] Aquellas áreas de toma de decisiones que habían 
quedado protegidas de lo político en el capitalismo industrial —el sector privado, la empresa, 
la ciencia, las ciudades, la vida cotidiana, etcétera— están atrapadas en las tormentas de los 
conflictos políticos en la modernidad reflexiva (1997: 33-34).

Esta propuesta de pensar la subpolítica constituye una invitación a recuperar un concep-
to de lo político tan descentrado como operativo en redes organizativas, cuyos vínculos 
con las instituciones formales del sistema político deben ser analizados. Estas nuevas 
formas de organización política problematizan las interacciones entre sociedad civil e 
instituciones políticas, esto es, el campo estratégico relacional de la política en los nive-
les locales. Al interior de dicho campo, los actores territoriales organizados se vinculan 
con el estado y el régimen político local, generando un dispositivo de gubernamentali-
dad. Siguiendo a Foucault (2001), este conforma el modo en que se configura la relación 
entre estrategias de poder y de resistencia formando sistemas de reglas de producción, 
reconocimiento y distribución de recursos tanto de autoridad como de asignación. 

¿Qué transformaciones se han producido en las formas de relación entre organiza-
ciones territoriales y gobiernos locales al calor del doble proceso de territorialización del 
conflicto y descentralización del estado? Desde nuestra perspectiva se trata de una pre-
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gunta fundamental por la institucionalidad política en el contexto de lo que Beck (1997) 
llama “una transformación categorial de lo político”, signada por la deslegitimación 
creciente de las mediaciones formales del régimen político —partidos y sindicatos— y 
el persistente surgimiento de organizaciones informales de base comunitaria, territorial 
y/o profesional con capacidad de articulación de intereses y definición de identidades 
con propósitos políticos. Encontramos en esa esfera transicional subpolítica un espacio 
de experimentación democrático-instituyente que nos interesa explorar. 

La aproximación fue predominantemente cualitativa, incluyendo como estrategia 
metodológica la realización de entrevistas semi-estructuradas a funcionarios municipa-
les y dirigentes locales de las organizaciones territoriales así como el análisis documental 
de fuentes primarias y secundarias. Respecto de los casos, fueron seleccionados tres 
municipios del Conurbano bonaerense:2 Florencio Varela, Morón y San Martín. Su 
selección siguió los criterios de densidad y diversidad tanto de las organizaciones de base 
territorial como de las características políticas de los gobiernos locales. Complementa-
riamente, se incorporaron como unidad de estudio un caso de política pública: el Pro-
grama Ingreso Social con Trabajo, conocido como “Argentina Trabaja” y un dispositivo 
de producción de políticas públicas: el Presupuesto Participativo. 

A partir del marco conceptual descrito, el artículo se organizó en tres apartados que 
sintetizan los principales hallazgos a los que ha llegado la investigación. En el primer 
apartado, se reconsidera del concepto de “institucionalización de la movilización políti-
ca” pensándolo desde una perspectiva sociopolítica; esto es, como un proceso de experi-
mentación democrática frente a un contexto de profunda mutación del Estado-nación.

En el segundo, se describen los efectos que la transformación del campo estratégico 
entre gobierno local y organizaciones de base comunitaria produjo sobre la democracia 
local. Aquí, se analizan los distintos espacios, políticas y dispositivos creados por los 
municipios para la incorporación de la participación de las organizaciones y los veci-
nos, particularmente la experiencia del Presupuesto Participativo en los municipios de 
Morón y San Martín y la implementación del Programa Argentina Trabaja en los tres 
casos seleccionados (Morón, San Martín y Florencio Varela). Se señalan, por un lado, 
las tensiones entre los distintos formatos de participación generados a partir de estos 
dispositivos institucionales; por el otro, los cambios producidos en materia de política 
social poniendo especial énfasis en los efectos que tuvieron sobre el campo estratégico 
relacional de la política local. 

Finalmente, en el último apartado, se exponen las conclusiones generales y se re-
flexiona respecto del grado de institucionalización de la movilización y la participación 

2	El Conurbano bonaerense es la denominación genérica utilizada para denominar al área de los 24 par-
tidos de la provincia de Buenos Aires que rodean a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Si bien los 
municipios seleccionados integran dicha conurbación, cada uno conforma una unidad administrativa 
singular. Para profundizar sobre la política social en el Conurbano véase García Delgado (1997), Auyero 
(2001), Andrenacci (2002 y 2006), Cravacuore (2003), Frederic (2004), Chiara y Di Virgilio (2005), 
Clemente y Girolami (2006). 
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en un contexto de incremento de la capacidad estratégica de los actores informales 
organizados.

Repensando la noción de “institucionalización”  
desde una perspectiva sociopolítica

La reflexión en torno a la relación entre la movilización y las transformaciones del ré-
gimen político de gobierno requiere de una necesaria reelaboración de la noción de 
institucionalización. La relación de las organizaciones sociales y el régimen político 
(partidos, sindicatos, estado) fue pensada en términos polares de autonomía o coop-
tación (Campione y Rajland, 2006; Svampa, 2006; Borón, 2007 y Battistini, 2007), 
lo cual obstruía la posibilidad de analizarla como un proceso estratégico abierto a la 
experimentación de reglas de relación alternativas. 

Por su parte Smelser —cuya perspectiva se desprendía de los rasgos psicologistas que 
caracterizaron a los primeros estudios como los de Le Bon, Tarde y Freud— indagaba 
sobre los fenómenos colectivos en términos de anomalías de un orden político integra-
do y tendencialmente no conflictivo (Pérez y Natalucci, 2008). Esta caracterización se 
asentaba sobre el aspecto no institucional de dichos procesos en un marco donde debían 
contribuir al equilibrio del sistema social. 

Tanto Olson (1968) como la teoría de la movilización de recursos (Oberschall, 1973; 
Mc Carthy y Zald, 1977; Jenkins, 1994) cuestionaron esa equiparación de los fenóme-
nos de acción colectiva contenciosa como anomalías por su desapego institucional. A 
cambio repusieron en el centro de la discusión la racionalidad y los incentivos como 
determinantes de la participación en la movilización. Esta perspectiva hizo hincapié en 
las continuidades entre el movimiento social y las actuaciones institucionales. En con-
sonancia con este planteo, Mc Carthy y Zald consideraron al movimiento social como 
un “conjunto de opiniones y creencias de la población que representa preferencias para 
cambiar algunos elementos de la estructura social y/o la distribución de las recompensas 
en una sociedad” (1977: 1217-1218). Las actividades de los movimientos lejos de ser con-
cebidas como informales, son organizadas con base en intereses compartidos y en la po-
sibilidad de contar con los recursos necesarios. Tales recursos remiten, en la mayoría de 
los casos, a la capacidad de influir sobre los medios institucionales de toma de decisiones.

Si bien la teoría de movilización de recursos no desdeña la dimensión virtualmente 
transformadora que conlleva toda participación política o movilización social, sus fun-
damentos sociopolíticos presentan limitaciones en lo referente al estudio de la relación 
entre movilización e instituciones. Su concepción del orden político se inspira en el 
pluralismo competitivo (Dahl, 1991) para el cual la política hace referencia “al modelo 
económico de la competencia por recursos e influencia llevada adelante por grupos de 
interés constituidos en el marco institucional estable del gobierno representativo” (Pérez 
y Natalucci, 2008: 83). En definitiva, promueve una concepción de la política como la 
posibilidad de acceso a —e influencia sobre— instituciones existentes en el marco de 
lo que Dahl (1991) denomina poliarquía y no como una práctica social con capacidad 
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de transformación de esos propios marcos sistémicos. Se hace evidente así que, desde 
esta perspectiva, la política pertenece exclusivamente al orden del sistema político ins-
titucional. 

Dentro del mismo paradigma, pero interesado en el desarrollo de la teoría de la de-
mocracia, ha sido el politólogo argentino Guillermo O’Donnell el autor que con más 
detalle ha considerado la complejidad del concepto de institución en dos textos muy 
influyentes publicados en el segundo lustro de los noventa: “¿Democracia delegativa?” 
(1997b) y “Otra institucionalización” (1997a). En ambos ensayos, el politólogo argentino 
parte de la siguiente definición pragmática de institución: “un patrón regularizado de 
interacción que es conocido, practicado y aceptado (si bien no necesariamente aproba-
do) por actores que tienen la expectativa de seguir interactuando bajo las reglas sancio-
nadas y sostenidas por ese patrón” (1997a: 310). Partiendo de esta definición de matriz 
sociológica, O’Donnell discute con agudeza los argumentos del neoinstitucionalismo 
según los cuales las democracias se encuentran más consolidadas en la medida en que se 
produce una correlación inmediata entre la formalización de sus reglas institucionales 
(división y control de poderes, elecciones libres, libertad de expresión) y el apego de los 
ciudadanos y los actores políticos a las mismas. Su argumento indica que si se parte de 
una definición mínima y sociológica de institución la formalización de las reglas ins-
titucionales en códigos públicos y complejas organizaciones no implica el apego de los 
actores relevantes y los ciudadanos a tales instituciones. Incluso, en la medida en que las 
instituciones son sistemas de prácticas sedimentadas encuentran su fuerza aglutinante 
en la profundidad de la historia y la argamasa de los conflictos, más que en la lógica 
individualista competitiva de agentes racionales diseñando códigos de convivencia que 
los favorezcan para vivir en comunidad.

Aunque acordemos con dicho planteo, nuestra divergencia surge cuando en referen-
cia a la “Otra institucionalización” —que emerge como alternativa a la formalización 
vacía de las reglas institucionales de la poliarquía en las sociedades latinoamericanas—, 
O’Donnell sólo observa “particularismos”; es decir, formas corruptas de captura sectorial 
de lo público como el “clientelismo” y el “neopatrimonialismo”. Lejos de desconocer su 
existencia y pregnancia, el punto es que partiendo de una concepción pragmática de 
institución no hay razones para considerar a las reglas clásicas de la poliarquía las únicas 
cancerberas de una esfera pública densa y democrática. En otras palabras, el argumento 
crítico hacia el neoinstitucionalismo habilita, también, a pensar en la experimentación 
institucional (Mangabeira Unger, 1999) que diversos actores movilizados pueden llevar 
adelante con el propósito de una mayor democratización de sus condiciones de existencia. 

Para O’Donnell (1997a; 1997b), el principal problema que genera la institucionaliza-
ción informal de las poliarquías latinoamericanas es que afecta seriamente la accounta-
bility horizontal, generando vínculos delegativos que aumentan la discrecionalidad del 
poder político y favorecen, al mismo tiempo, un proceso vicioso de aislamiento y fragili-
dad. Sin embargo, este diagnóstico pesimista puede revisarse si se incorpora al análisis la 
dimensión subpolítica que desarrollamos más arriba. Claro que, para tal fin, es necesario 
expandir el concepto de institución política más allá de los límites definidos por las 
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poliarquías, es decir, sin desconocer la importancia de las mismas pero sin restringir las 
fronteras de lo público a sus márgenes formales. Si se realiza esta operación conceptual, 
es posible ampliar incluso el alcance del propio concepto de accountability. Tanto en su 
dimensión vertical como horizontal, aquella resulta un proceso que se realiza al interior 
de las instituciones de la poliarquía. Ahora bien, si admitimos la posibilidad de una ex-
perimentación institucional subpolítica podemos incorporar al análisis una dimensión 
suplementaria de la accountability no ya horizontal o vertical sino “ascendente”, es decir, 
un dispositivo institucional capaz de abrir el Estado y el sistema político a una interroga-
ción democrática desde las formas de organización y los repertorios de acción de la propia 
sociedad civil. Esa es, concretamente, la dimensión que se propone explorar este trabajo.

Finalmente, otro enfoque a considerar es el de la teoría de los nuevos movimientos 
sociales (Melucci 1980, 1994; Touraine 1987, 1991; Pizzorno, 1994). Es importante remar-
car que esta surgió en el marco de la constitución de experiencias de organización cuyo 
protagonista ya no era la clase obrera, sino las “luchas encaminadas a la extensión de la 
ciudadanía” (Melucci, 1994: 155). En una sociedad que se transformaba erosionando los 
soportes de integración social provistos por el capitalismo, la atención se centró sobre la 
construcción de estas identidades emergentes; dado que ya no eran trabajadores los que 
desafiaban a la sociedad industrial, sino nuevos sujetos colectivos que exigían el trata-
miento de problemas hasta entonces considerados subalternos al conflicto fundamental 
entre capital y trabajo, como los de género, sexuales, culturales, étnicos, etc. En este 
planteo, la virtud de los movimientos reside en promover el “radicalismo autolimitante”: 
espacios de conformación y consolidación de identidades que disputan el modelo de 
desarrollo y sustentan formas de vida alternativas frente a la voracidad instrumental del 
aparato del Estado y la lógica utilitarista del mercado, pero sin cuestionar las bases nor-
mativas del régimen político democrático. En esta concepción, el interés se concentra en 
las transformaciones estructurales —sociedad posindustrial, del conocimiento, de la in-
formación, etcétera— que habilitan el surgimiento de estas nuevas identidades, como el 
impacto de estas sobre las mutaciones de la estructura de clases y el eclipse del Estado de 
bienestar, sin considerar el problema de la institucionalización del cambio en cuestión. 

Más allá de las diferencias entre la teoría de movilización de recursos y la de nuevos 
movimientos sociales, es necesario remarcar que ambas coinciden en la concepción ge-
neral del proceso de institucionalización. En primer lugar, los movimientos emergen de 
una falencia del sistema institucional, o bien para re-introducirse como intereses en un 
sistema representativo o bien como un cambio parcial en el sistema social. En segundo 
lugar, ambas teorías comparten una idea de la política cristalizada en instituciones y prin-
cipalmente en el Estado, por lo que aquella queda cautiva del sistema político o de ins-
tancias de representación de intereses. Esta premisa conlleva una taxativa división entre 
el Estado y la sociedad civil, entre lo político y lo social (Tapia, 2009; Natalucci, 2012a).

Así vemos cómo la cuestión de la institucionalización de la acción colectiva ha resul-
tado un punto ciego para las teorías sociológicas que han pensado estos fenómenos con 
mayor detenimiento. Desde la perspectiva de la teoría de la movilización de recursos, 
si los movimientos no se institucionalizan, en el sentido de incorporar sus demandas 
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a las instituciones políticas del gobierno representativo, fracasan dado que no logran 
su principal propósito estratégico. De tal suerte, la influencia en el sistema político se 
concibe como el éxito estratégico que permite evaluar el rendimiento político de los 
movimientos sociales. Contrariamente, para la teoría de los nuevos movimientos socia-
les, estos fracasan si se institucionalizan dado que quedan capturados por el sistema de 
relaciones sociales que vienen a impugnar (Pérez, 2010). En consecuencia, para enfrentar 
tal aporía, resulta importante superar el marco sistémico y/o jurídico en el que la ciencia 
política ubica al concepto de institución, ya sea en la órbita del sistema político o del 
Estado, respectivamente.

En nuestra investigación hemos avanzado hacia un concepto sociopolítico de institu-
cionalización de la movilización que considera estos procesos como la consolidación de 
dispositivos de reglas legítimas de distribución de recursos de autoridad y asignación, 
vinculando a las nuevas experiencias organizativas surgidas en los procesos de movili-
zación con las estructuras formales del régimen político de gobierno. En este sentido, 
hablar de institucionalización no refiere a la mera integración en el aparato del Estado 
y/o en las estructuras formales del régimen político, mucho menos remite al estatuto ju-
rídico de una organización, sino que enfoca las formas de regulación de la participación, 
la representación y la legitimidad de un orden político en proceso de transformación 
por la vía de la movilización política. Esta torsión del concepto de institución lo abre a 
un análisis histórico en el cual las propias instituciones, en tanto sistemas de reglas que 
organizan tiempos, espacios y sujetos de la experiencia colectiva, se piensan como di-
mensiones fundamentales de procesos políticos conflictivos, más que como su horizonte 
de clausura. Decir que un movimiento social se ha institucionalizado no equivale a decir 
que ha triunfado o fracasado —dos maneras de sostener que ha desaparecido como su-
jeto político contencioso— sino en pensar su recreación dentro de un sistema de reglas 
institucionales que lo vinculan de diversas maneras con otros actores políticos y con las 
mediaciones formales del régimen político de gobierno (Pérez, 2007).

En lo que sigue presentaremos los rasgos fundamentales de este complejo e incipiente 
proceso de institucionalización en los niveles locales de gobierno.

Delineando el campo estratégico de la política local  
y los distintos formatos de participación política

El recorrido analítico realizado en el anterior apartado en torno a la noción de insti-
tucionalización no sólo pretendió descentrar el concepto respecto de su vinculación 
intrínseca con el espacio de lo estatal, sino que constituye el marco introductorio a 
aquello que denominaremos la complejización del campo estratégico de la política local 
de los municipios.

El propósito de este apartado consiste en analizar las transformaciones en el reperto-
rio de participación de los principales actores políticos en la esfera de la política local. La 
noción de “repertorio de acción colectiva” de Charles Tilly (1978; 2000) se aplica al con-
junto de medios que un grupo dispone para canalizar sus demandas. En este sentido, 
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trasladar la noción de repertorio al concepto de participación implica describir distintas 
formas de interacción entre actores, objetos de acción, tiempos, lugares y circunstancias 
estratégicas a partir de las cuales se constituye un determinado patrón de participación.

Enmarcado en un contexto de debilidad del vínculo representativo, precedido por la 
crisis social, económica y política de 2001, Néstor Kirchner asumió la presidencia de la 
Nación el 25 de mayo de 2003 con el 22,34% de los votos. Esta debilidad de la legitimi-
dad de origen (Cheresky, 2006), sumada a la impronta de un escenario crítico en sus 
niveles de representación —si bien muy fortalecido en su capacidad de movilización— 
impactó en los niveles locales de gobierno, al menos en tres sentidos. Primero, a partir 
de un renovado abanico de programas y políticas provenientes del propio gobierno na-
cional que generaron formas de vinculación e inclusión de las organizaciones territoria-
les movilizadas a nivel local (Delamata, 2004; 2005; Merklen, 2005). Segundo, debido 
a la profundización de los niveles de descentralización que le transfirieron mayores res-
ponsabilidades y capacidades de gestión a los gobiernos locales. Finalmente, a partir de 
la presión ejercida por aquellos municipios con mayor capacidad de movilización para 
ser incluidos en el proceso de toma de decisiones y de distribución de los recursos. Este 
impacto en los niveles locales aparejó un complejo juego de articulaciones, con inflexio-
nes relativamente democráticas y participativas.

Desde tradiciones políticas diferentes, los casos seleccionados poseen rasgos en co-
mún que nos permiten realizar algunas aseveraciones respecto de la complejidad que ha 
ido adquiriendo el campo estratégico a lo largo de los últimos años. Florencio Varela, 
desde la tradición del peronismo —cuyo intendente, Julio César Pereyra, estuvo en el 
cargo durante el período analizado—, Morón y San Martín desde una tradición vecina-
lista que ha ido tomando distintos matices. En Morón, el liderazgo de Martín Sabatella 
se erigió en 1999 como parte de la Alianza —que llevó a la presidencia a Fernando De La 
Rúa—, en 2003 se conformó el partido “Nuevo Encuentro”; en 2009 cuando Sabatella 
renunció a su cargo para asumir como Diputado Nacional por la provincia de Buenos 
Aires asumió como intendente interino Lucas Ghi —posteriormente electo en 2011—. 
En San Martín, el intendente de Ricardo Ivoskus provenía de la tradición radical, en 
1999 participó de la Alianza, en 2003 se incorporó a la coalición Afirmación para una 
República Igualitaria (ARI) y en 2007 integró el Frente para la Concertación Plural junto 
con el Kirchnerismo.

Pese a sus diferentes tradiciones y procesos políticos, los municipios seleccionados 
dan cuenta de un nuevo campo de experimentación institucional en el espacio de lo 
local que, pese a las tensiones con el escenario nacional, no dejan de otorgarle un gran 
margen de autonomía y capacidad creativa al espacio de lo local para la conformación 
de patrones novedosos.

Para el abordaje de las complejidades del campo estratégico seleccionamos dos tipos 
de dispositivos institucionales que nos han permitido detectar algunas características ge-
nerales vinculadas a los nuevos formatos de participación y demandas organizacionales.
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Formas individualizantes de la participación política: la experiencia  
del presupuesto participativo en Morón y San Martín3

El dispositivo del Presupuesto Participativo encuentra su antecedente más influyente en el 
caso de Porto Alegre, Brasil, a partir de dos momentos coyunturales claves. Por un lado, 
el contexto de cambio de los patrones asociativos acontecido entre fines de los setenta y 
mediados de los ochenta como consecuencia de la conformación de asociaciones barriales 
como parte de un movimiento social que se opuso al régimen autoritario y de asociaciones 
de moradores, conformadas luego de los desalojos de las favelas durante los setenta. Por 
otro lado, el surgimiento de una legislación participativa y deliberativa como resultado del 
restablecimiento del gobierno democrático en 1985 y del proceso constituyente de 1988.

Esta experiencia constituida a priori como producto de una demanda de la ciudada-
nía movilizada se extendió entre 1990 y 2001 a cientos de ciudades brasileñas; en 1996 
fue premiada por la Conferencia Hábitat II de Naciones Unidas en Estambul como 
una de las cuarenta mejores prácticas de gestión urbana. Hacia 2005, la difusión de este 
dispositivo abarcaba no sólo América Latina sino países asiáticos (China, India e Indo-
nesia), europeos (Italia, España y Serbia) y del Sudeste Africano.

Sin lugar a dudas, este proceso de difusión aparejó grandes mutaciones respecto del 
modelo original implementado en Porto Alegre, pudiendo ser pensado a partir de dos 
dinámicas: demandas bottom-up e iniciativas top-down. Con demandas bottom up ha-
cemos referencia a aquellos procesos a partir de los cuales surgen dispositivos de parti-
cipación como producto de una demanda de la sociedad civil hacia sus representantes, 
mientras que de forma inversa, las iniciativas top down son aquellos procesos cuyo ori-
gen reside en la toma de decisión por parte de los representantes de la apertura específica 
de espacios de participación y que, por tanto, no siempre se corresponde con demandas 
ciudadanas específicas sino que son resultado de acciones puntuales de promoción de la 
participación por parte del aparato estatal (Gattoni, 2011). Si bien en la mayoría de los 
casos ambos factores se produjeron de forma solapada, fueron aquellos con primacía de 
iniciativas top-down los que acarrearon mayores transformaciones en el campo estraté-
gico de la política local, delimitando un repertorio de participación específico caracte-
rizado por la individualización y la descolectivización. En definitiva, lo que caracteriza 
a estos dispositivos es que incentivan un determinado tipo de participación individual, 
orientada al vecino y/o ciudadano, disuadiendo la participación de actores colectivos 
con fuertes experiencias organizativas previas.

3	Para este caso sólo tomaremos los casos de Morón y San Martín ya que en Florencio Varela no se impul-
só el Presupuesto Participativo. Sin embargo, la ausencia de este dispositivo no implicó la inexistencia 
de la problemática del formato individualizante y descolectivizante de la participación. Allí, las expe-
riencias de las Unidades de Gestión Local, sustitutos de los foros barriales y/o asambleas del Presupuesto 
Participativo, también evocan el asociativismo, reivindicando una matriz más bien estadocéntrica en el 
marco de la cual las organizaciones sociales no encuentran un lugar para expresar sus demandas. La igle-
sia, el jardín, la escuela, la sociedad de fomento, la liga de mujeres, la copa de leche son las instituciones 
interpeladas por estas instancias y las que protagonizan el proceso de interacción con el gobierno local. 
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Las experiencias de Presupuestos Participativos en los municipios de Morón y San 
Martín dan cuenta de este repertorio específico al que hacíamos referencia en el párrafo 
anterior. Si bien surgidos a partir de coyunturas políticas diferentes, los resultados de 
nuestra investigación señalan que ambos dispositivos de participación son promovidos 
por los gobiernos locales en el marco de un contexto de recomposición de la autoridad 
política local post crisis 2001. Es importante hacer esta referencia dado que el contexto 
de surgimiento e implementación de estas experiencias condiciona fuertemente los re-
sultados que las mismas arrojan.

Pese a que en Morón y en San Martín el Presupuesto Participativo no surgió a partir 
de una demanda organizacional local, la apertura de estas instancias por parte de los 
gobiernos locales permite dar cuenta de la búsqueda por vehiculizar e institucionalizar 
dichas demandas a partir de la promoción de nuevos espacios de participación.

Diferentes autores han desarrollado diagnósticos críticos sobre el problema de las for-
mas de integración institucional de las organizaciones socioterritoriales en los gobiernos 
locales. Dagnino (2004) alude a la progresiva expansión de una “confluencia perversa” 
entre dinámicas de corte participacionista (y de recreación de la experiencia portoale-
grista) en conjunción con dinámicas de permisivismo neoliberal. Por su parte, Olvera 
(2010) habla de “coincidencia semántica” como forma de expresión de esta disputa de 
sentidos y resultados de un mismo diseño institucional. En lo que respecta a este trabajo, 
los resultados nos colocan más cercanos al diagnóstico de Rosanvallon (2009), respecto 
de que si en el período 1960-1970 la referencia a la democracia participativa era patri-
monio de los movimientos sociales que reivindicaban un nuevo reparto de poderes, en 
la actualidad el predominio de dispositivos participativos se ha convertido en un medio 
de gobierno para restaurar una legitimidad desbaratada por la crisis de representación. 

Los presupuestos participativos analizados se constituyen como espacios en donde los 
sujetos interpelados son sujetos individuales —ya sean “vecinos” y/o “ciudadanos”— o 
miembros de instituciones tradicionales (sociedades de fomentos, clubes de barrio, igle-
sias). Al mismo tiempo, las temáticas de deliberación tienden a restringirse a políticas de 
mejoramiento urbano, desincentivando la participación de las organizaciones sociales 
que buscan vehiculizar sus demandas por vías diferentes, en general a partir de la con-
formación de un vínculo estratégico con las áreas encargadas de dirigir la política social 
de los municipios.

Si bien los funcionarios entrevistados4 destacan en distintas oportunidades la impor-
tancia que para ellos tendría la incorporación de la participación de las organizaciones 
sociales en estas instancias; de las observaciones y entrevistas realizadas se colige que la 
forma a partir de la cual fueron concebidos los dispositivos de Presupuesto Participativo 
y los diseños institucionales que rigen el funcionamiento de los mismos per se encarnan 
una autolimitación para la construcción de una voluntad política colectiva producto del 
proceso deliberativo. Las propias características procedimentales que regulan los dispo-

4	Por razones de espacio decidimos no incluir fragmentos de entrevistas que ilustren lo que se afirma en el 
análisis.
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sitivos (restricción temática; extensión temporal de los proyectos presentados; recursos 
limitados; competencias reducidas; entre otras) conforman un proceso autónomo de 
toma de posiciones que impiden exceder los marcos de referencia y propuestas temáticas 
pre-formateadas por las instancias gubernamentales (Gattoni, 2010). Al mismo tiem-
po, la interacción entre las dinámicas deliberativas y representativas dentro de dichos 
dispositivos encuentra un radical desequilibrio, priorizándose los momentos electivos 
individuales por sobre las instancias de deliberación colectiva o grupal.

Formas colectivizantes de la participación política: el programa  
“Argentina Trabaja” como campo de visibilización de la disputa

Si bien las organizaciones sociales no lograron apropiarse de los dispositivos revisados en 
el apartado anterior, sus lógicas de participación se hicieron presentes en otro escenario: 
el de la política social. Lo que la novedad de los Presupuestos Participativos no logró 
institucionalizar en términos de participación de las organizaciones socioterritoriales 
surgidas en el proceso de movilización, reapareció en la mutación de un campo tradicio-
nal de su intervención: la implementación de la política social. Por este motivo, nuestra 
investigación incorporó el estudio pormenorizado de un programa insignia del gobierno 
kirchnerista posterior a 2003: el Programa “Argentina Trabaja”.

Es a partir del estudio de este programa, creado a partir de la resolución Nº 3182/09 
del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, que nos resultó posible la reconstruc-
ción del campo estratégico de interacción entre las organizaciones sociales y los gobier-
nos locales. Dicho programa no sólo introdujo innovaciones respecto de cómo pensar 
las protecciones sociales (Natalucci, 2012b), sino que su implementación generó desafíos 
para las organizaciones, que trastocaron sus dinámicas y el campo multiorganizacional, 
reordenando a partir de otros parámetros las tradicionales disputas territoriales.

El programa no tuvo un carácter universal, más bien se dirigió al sector de la po-
blación caracterizado como pobre, vulnerable o no empleable. Aún con este carácter 
focalizado, pueden identificarse algunas características de universalización, por ejemplo 
respecto de la equiparación de las necesidades y prioridades de todos los municipios. Al 
mismo tiempo, al involucrar nuevas nociones, como protección social e integralidad, ar-
ticuladas en el marco de un lenguaje de derechos, el programa logró exceder los moldes 
compensatorios y focalizados de las políticas sociales neoliberales (Natalucci, 2012b).

Inicialmente, fue promovido por una iniciativa de organizaciones sociales, principal-
mente el Movimiento Evita (Natalucci, 2012b); su demanda se orientaba a la extensión 
del salario familiar a los desocupados y trabajadores no reconocidos de modo legal. Un 
antecedente, también bajo la forma de cooperativas, sólo que de un alcance limitado, 
había sido impulsado por Emilio Pérsico —dirigente del Movimiento— desde la Sub-
secretaria de Economía Social del Ministerio de Desarrollo Social. Desde la perspectiva 
del gobierno, el programa debía orientarse a la generación de empleo, la capacitación 
desde una perspectiva integral y la promoción de la actividad cooperativa, que debía 
registrarse en el Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES).
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Apenas se lanzó oficialmente el programa emergieron las primeras disputas entre los 
municipios y las organizaciones. El primer momento conflictivo puede ubicarse en el 
momento inicial, de formación de las cooperativas; la discusión se concentraba en defi-
nir qué actor debía centralizar el empadronamiento de los destinatarios del programa: 
el gobierno local o las organizaciones. Estas cuestionaban que aquellos se constituyeran 
como contrapartes del gobierno nacional y que, en consecuencia, pudieran armar las 
cooperativas según criterios definidos por ellos mismos. El segundo momento conflic-
tivo coincidió con la gestión del programa debido a la demora en la recepción de los 
materiales y pago a los cooperativistas. Así planteada, la disputa no sólo remitía a quién 
se ocupaba de la gestión del programa, sino que suponía una discusión de fondo: la 
relación con los sectores populares y quién podía arrogarse la representación sobre ellos.

Estas pujas fueron dirimidas por el gobierno nacional que priorizó a los municipios, 
asignándoles a las organizaciones una participación minoritaria en una segunda etapa 
de la implementación. Sin embargo, esto suponía una negociación con cada una, donde 
valdrían los acuerdos que tuvieran con la élite de funcionarios nacionales del gobierno. 
Mientras el Movimiento Evita logró negociar directamente con funcionarios nacionales 
la ampliación de sus cupos y su participación en la primera etapa de implementación; 
otras —como Barrios de Pie— acudieron a la acción directa, llevando adelante movi-
lizaciones y acampes al Ministerio de Desarrollo Social para exigir su incorporación. 

Este modo de resolución del conflicto “desde arriba” tuvo varias repercusiones. Por 
un lado, modificó el rol que las organizaciones habían tenido hasta entonces, sobre todo 
en el momento de la crisis (2000-2002), donde se habían conformado en instancias 
intermedias imprescindibles para la gestión de la política social. En este sentido, la im-
plementación de este programa produjo un desacople entre las experiencias previas y ex-
pectativas de las organizaciones respecto del marco de posibilidades generado. Por otro 
lado, dado que cada una debía negociar por separado contribuyó a quebrar los lazos de 
solidaridad entre ellas, dejándolas en una situación de subordinación. Por último, mar-
có un punto de inflexión ya que hasta entonces la política social era compartida aún de 
un modo conflictivo entre municipios y organizaciones socioterritoriales. El intento del 
Ejecutivo nacional por ordenar “desde arriba” la gestión de la política social incidió en la 
re-delimitación de las relaciones entre municipios, organizaciones y sectores populares, 
generando malestares en aquellas en tanto vieron cuestionado el tipo de participación 
que habían tenido hasta entonces y que habían adquirido al calor del estado neoliberal. 

Para resumir, en tanto dispositivo institucional operante en los niveles locales, el Pro-
grama Argentina Trabaja construyó un campo específico de acciones posibles, donde 
intentó conformar un repertorio de participación de carácter colectivizante que incluye-
ra a las organizaciones sociales como tales en la gestión de esa política pública. Sin em-
bargo, este propósito tuvo matices particulares debido a la forma en la que fue pensado 
e instrumentado el sujeto participativo. Si bien en la misma noción de cooperativa está 
presente una dinámica colectivizante de participación; esta quedó diluida en cuanto 
no surgieron de una voluntad política preexistente, sino que fueron creadas por la se-
lectividad de los gobiernos locales. En otras palabras, en estos casos la idea de vínculo 
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horizontal y comunitario que connota la noción de cooperativa se ha visto cuestionada 
por una individualización de la participación de los cooperativistas en función de la 
selección realizada por el gobierno local con criterios burocráticos y de acumulación 
política. Más aún, este tipo de selección redundó en la paradoja de un cooperativismo 
individualizante en la medida en que afectó la integración de las organizaciones previas, 
disgregándolas a partir de un determinado criterio de distribución de recursos.

Reflexiones finales

La propuesta de este artículo se orientó a la reconstrucción de las relaciones entre movili-
zación y transformación de régimen político de gobierno, en particular a partir del análi-
sis del vínculo entre organizaciones territoriales y gobiernos locales. Este esfuerzo explica-
tivo requirió una reelaboración de la noción de institucionalización desde la perspectiva 
de la sociología política. Dicho concepto fue reformulado a partir de la posibilidad de 
conformar nuevas pautas comunes que a modo de rutinizaciones organizan los modos en 
que los sujetos intervienen en las instancias de participación, representación y legitima-
ción del orden político. De esta forma, este trabajo corrió la mirada exclusivamente del 
estado, pensando en las relaciones y desplazamientos entre este y el ámbito de lo social.

Partimos de la premisa según la cual se registra en las últimas décadas una complejiza-
ción del campo estratégico de la política local centrada principalmente en dos procesos: 
por un lado, el surgimiento y consolidación, al calor de la movilización, de organizaciones 
sociales de base territorial con capacidad de movilización de recursos, lo que les facilitó 
una mayor intervención estratégica en el proceso de implementación y gestión de la políti-
ca social en el plano local. Por otro lado, el giro concomitante de la política social, impul-
sado por el gobierno nacional a partir de 2003 hacia un modelo de matriz cooperativista y 
productivista, crítico de los modelos individualizantes y focalizados de los noventa. Estos 
procesos convergentes contribuyeron a una transformación de la gubernamentalidad en 
los niveles locales, sustituyendo el vínculo político individualizado entre aparatos políti-
cos locales y clientelas populares por otro de mayor complejidad y lógicas superpuestas, 
configurado por la relación entre los gobiernos locales y actores colectivos organizados.

En este marco general, los resultados arrojados por nuestra investigación comprueban 
la existencia de un doble bloqueo respecto del avance hacia nuevas formas de desarrollo, 
producción y democracia local. Del lado del gobierno local, dado el carácter inacabado 
y distorsivo del proceso de descentralización que, pese a registrar un avance en términos 
administrativos y económico-financieros, no derivó en una reestructuración y transfe-
rencia análoga de recursos y capacidades político-institucionales que permanecen como 
resortes de acumulación política del gobierno central. De parte de las organizaciones 
de base territorial, dentro de sus marcos ideológicos, tendieron a identificar toda forma 
de representación política y de institucionalización del conflicto como cooptación y/o 
alienación de la voluntad política. Paradójicamente, en un marco de recuperación de la 
autonomía de las capacidades estatales por parte del gobierno nacional, que cuestionó 
la subordinación del Estado a los imperativos de los organismos multilaterales de cré-
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dito durante la década neoliberal, las organizaciones socioterritoriales veían limitada su 
capacidad de intervención sobre la gestión e implementación de la política social, sobre 
todo aquellas que expresaban posiciones críticas a la orientación del gobierno nacional.  

Con matices, tanto las formas individualizantes como colectivizantes de participa-
ción no lograron transformar de forma sustancial el desarrollo local. El Presupuesto 
Participativo, por su parte, no se conformó como un dispositivo convocante o atractivo 
para las organizaciones. El Programa Argentina Trabaja fue interpretado por algunos 
referentes de organizaciones como un dispositivo planeado para desarticular a las or-
ganizaciones reavivando el rol del Partido Justicialista y restituyendo el manejo de los 
recursos al ámbito municipal. 

Respecto del alcance y performatividad de la política social, hay que considerar que 
no existe una percepción por parte de los cooperativistas del Argentina Trabaja ni tam-
poco de los funcionarios respecto de la economía social como una economía alternativa 
y/o complementaria a la economía formal de mercado. El componente identitario es 
entonces inestable, se es cooperativista esperando dejar de serlo en un futuro cercano. Se 
es cooperativista en tanto identidad construida por un ente externo a la propia colecti-
vidad de cooperativistas. El programa revela así un doble carácter: surgido sobre la base 
del cuestionamiento al asistencialismo y la implementación de subsidios a la pobreza, 
tales como los programas de transferencia condicionada de ingresos, reafirma la línea 
estratégica que el gobierno había adoptado en materia de política social consistente en la 
promoción del empleo. Ambos núcleos provocan una suerte de mixtura entre una visión 
de la política social que busca regenerar los lazos de solidaridad que ligaban a ciertos 
grupos e individuos con el resto de la comunidad (y que quedaron excluidos a causa del 
desempleo y la recesión) con una visión de la política social derivada de la política eco-
nómica, subordinada a esta última y fuertemente arraigada a la idea de inclusión social 
a partir de la producción alternativa de empleo. 

Nuestra investigación sugiere que figuras tales como la autogestión, la economía so-
cial y otras formas alternativas de producción no son tomadas ni por los miembros de 
las organizaciones ni por los funcionarios como sustitutos o complementos claros de la 
economía formal. Surgida en el marco de un contexto de reestructuración productiva 
del territorio, la economía social es tomada como paliativo y como etapa transicional en 
vías a la re-incorporación al trabajo asalariado formal. 

La convergencia de los procesos de descentralización y territorialización no condujo 
a una mayor institucionalización de la participación y el conflicto, en la medida en que 
las lógicas territoriales de los partidos —principalmente de las fracciones internas del 
propio peronismo— se impusieron a las reformas estatales y los incentivos necesarios 
para integrar a los actores de la movilización. En otros términos, si bien hemos podido 
corroborar el incremento de la capacidad estratégica de los actores informales, este for-
talecimiento organizativo se vio limitado en sus posibilidades de participación y repre-
sentación democrática (institucionalización) en los niveles locales de gobierno por una 
sobredeterminación de la disputa entre aparatos partidarios y gobiernos locales por el 
control electoral de los territorios y para la reproducción de sus respectivas burocracias. 
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De esta suerte se constata un solapamiento complejo de tres lógicas intervinientes en 
el campo estratégico analizado:

•	 la lógica de la administración pública con sus imperativos de eficiencia y optimi-
zación en la gestión de recursos que afecta a las cuestiones de coordinación entre 
niveles de gobierno

•	 la lógica del control territorial de los aparatos partidarios orientados a incrementar su 
poder electoral y al mantenimiento de sus burocracias

•	 la lógica de la institucionalidad local con crecientes demandas de mayores espacios 
de participación y representación por parte de las organizaciones de base territorial 
surgidas en el proceso de movilización

Excepto en el caso de Morón, donde la problemática de la institucionalidad local plan-
teada por las dificultades de implementación del Presupuesto Participativo sobredeter-
mina a las otras lógicas, tanto en San Martín como en Florencio Varela se advierte la 
preponderancia de la lógica del control territorial de los aparatos partidarios, ya sea 
negociando directamente con los dirigentes de organizaciones sociales la provisión de 
programas, como en el caso de Varela, o bien a través de una definitiva segmentación del 
territorio municipal en la provisión de la política social en función de los alineamientos 
políticos, como en el caso de San Martín. Así planteado el campo estratégico queda 
notoriamente postergada la lógica de coordinación administrativa de la política social 
advirtiéndose una trama difusa de superposiciones entre actores y niveles de gobierno 
en la implementación y gestión de programas. Nuestra exploración sobre el Programa 
Argentina Trabaja da cuenta de este bloqueo en la coordinación administrativa de aquel 
en función de las lógicas de acumulación política partidaria en los niveles locales.  

Finalmente, el caso de Morón resulta interesante como contrapunto de los otros dos 
casos analizados dado que allí el problema que se plantea no es el de la preponderancia 
del control territorial de los aparatos partidarios, sino el de las limitaciones del dispo-
sitivo institucional puesto en práctica en su capacidad de convocatoria –el Presupuesto 
Participativo- como consecuencia de una interpelación individualizante por fuera de los 
marcos organizativos fraguados en el proceso de movilización.

Los déficits de institucionalización de la movilización que hemos señalado tienen el 
corolario de limitar seriamente la posibilidad del desarrollo de procesos de accountabi-
lity ascendente como los que el desarrollo de las organizaciones socioterritoriales parece 
estimular. Sin un dispositivo institucional capaz de abrir el Estado y el sistema político a 
una interrogación democrática desde las nuevas formas de organización y los repertorios 
de acción de la propia sociedad civil, la impostergable reforma de los estados neolibera-
les se parece más a una amenaza que a una promesa.
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